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Versión taquigráfica de la reunión realizada 
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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Bayardi, Gustavo Bernini, Irene Caballero, José Carlos 
Cardoso y Gonzalo Mujica. 


INVITADOS: Señores Jueces Letrados del Juzgado Letrado Penal Especializado en Crimen Organizado 
de 1* y 2” Turno, doctores Néstor Valetti y Adriana de los Santos. 


Señor Fiscal Penal Especializado en Crimen Organizado, doctor Juan Gómez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Damos la bienvenida a los señores Jueces Letrados del Juzgado 
Letrado Penal Especializado en Crimen Organizado de 1” y 2” Turno, doctores Néstor Valetti y 
Adriana de los Santos, a quienes agradecemos la respuesta a nuestra invitación. 


Les puede haber causado extrañeza esta invitación, pero sucede que el año pasado, esta Comisión contó con 
la presencia de quienes ocupaban los cargos que ustedes ocupan hoy, a efectos de analizar un proyecto de ley 
al que nosotros le dimos determinada urgencia, a pesar de que el trámite en el Senado se demoró mucho. 
Deben conocer ese proyecto porque hoy es ley. Con esa iniciativa se trataba de subsanar algunas de las 
carencias más inmediatas -fundamentalmente, está lo planteado en el artículo 8* de la Ley -y por eso tenía el 
carácter de urgente, más allá de que se agregaban los temas de competencia. En realidad, aprovechamos el 
momento y, en función de lo que habíamos conversado tanto Fiscales como Jueces especializados, vimos el 
problema -que todavía sigue dando vueltas y con alguna contradicción -de la amplitud de competencias sobre 
los dos temas, tanto el de delitos contra la administración pública como el vinculado al tráfico de pornografía 
infantil, tal como se establece en ese proyecto de la Comisión, que todos firmamos y hoy es ley. 


De esas reuniones, quedaron pendientes temas que quizás son más de fondo -aunque algunos de aquellos 
otros también eran de fondo-, que queríamos retomar, tanto con los Jueces como con el nuevo Fiscal, a fin de 
ver la oportunidad de seguir trabajando legislativamente en ese sentido. Tenemos un "racconto" de las cosas 
que, a nuestro entender, quedaron pendientes. Simplemente, lo voy a expresar a manera de introducción y 
luego ustedes podrán desarrollar lo que consideren conveniente. 


Las sugerencias que recibimos en aquel momento eran: separar el delito de lavado de la legislación antidroga; 
establecer en un solo cuerpo todas las normas vinculadas al lavado de activos; para la definición de delitos 


precedentes, analizar la conveniencia de la existencia de un sistema de listado taxativo, un sistema abierto -es 
decir, todas las actividades delictivas graves -o un sistema mixto -cosa que la jurisprudencia nacional e 
internacional sigue debatiendo y en lo que nosotros deberíamos tomar una posición, tanto desde el punto de 
vista doctrinario como político-; si se mantiene el listado de delitos precedentes, incluir el asesinato por 
encargo y el tráfico de armas; la resolución de la contienda de competencias y los casos de prevención - 
obviamente, esto es algo muy sintético y hecho por un contador, así que si hay alguna falla en los términos, 
sepan entenderlo-; el sistema de ponderación de penas entre el delito precedente y el lavado de activos; la 
eventualidad de penas acumulativas, como en el caso de la corrupción, la privación de libertad y multas; 
medidas cautelares y tercerías; cómputo de plazos en los delitos de defraudación tributaria -competencia 
nacional o no en este tema-; legislar específicamente el caso de denuncias anónimas -hoy no está prohibido, 
pero tampoco legalizado-; los agentes encubiertos -la ley prevé funcionarios públicos, pero no dice si pueden 
ser extranjeros, lo que se puede dar por medio de los convenios de cooperación la participación y debemos 
aclararlo-; procesamiento de extranjeros -se mencionaron varios temas: la constitución de domicilio, la 
expulsión del país, el caso de los intérpretes-; regular el proceso de los pedidos de extradición -el Tratado de 
Montevideo del siglo XIX ya no es oportuno para este tipo de casos. A posteriori de la visita de los señores 
magistrados, se agregó todas las recomendaciones del GAFI, lo que va a obligar al Estado a revisar todo esto. 
Es más, actualmente hay una Comisión del Poder Ejecutivo estudiando este tema, pero también se lo 
queríamos plantear a ustedes como una inquietud de esta -Comisión. 


Luego de esta larga introducción -simplemente para que quedara constancia de por qué la Comisión estaba 
interesada en recibirlos-, les cedemos el uso de la palabra, agradeciéndoles nuevamente su presencia aquí. 
Indíquenos si en algún momento entienden conveniente suspender la toma de la versión taquigráfica y así se 
procederá. 


SEÑOR VALETTI.- Somos nosotros quienes debemos agradecer la invitación que nos han formulado, 
entendiendo que es muy oportuno intercambiar opiniones, si bien lo hacemos a título personal, como 
integrantes de otro Poder del Estado, sabiendo que estamos todos mancomunados en una política de 
Estado de combate a las organizaciones criminales y al lavado de activos y financiamiento de 
terrorismo. 


Todos sabemos que sobre todo en el último año se ha incrementado el índice de violencia desplegada por las 
organizaciones criminales, y eso es fácil de ver con el aumento de los índices de homicidios. Si bien se va a 
decir que hay muchos que responden a violencia doméstica -efectivamente, un gran porcentaje se dan por 
este motivo-, también ha aumentado muchísimo algo que no era frecuente en nuestro país, como son las 
ejecuciones -ellos les llaman ajustes de cuentas -o simplemente los homicidios por encargue, o sea, por 
sicarios. Eso se está dando en el marco de la lucha que tienen las propias organizaciones de narcotráfico que 
se disputan zonas territoriales y también como modo de ejemplo frente a quienes no acatan las decisiones o, 
por ejemplo, quedan con deudas o aportan algún dato a la Policía o a la Justicia. Se trata de un tema 
demasiado grave. 


Esas organizaciones están creciendo. Tenemos datos a través de la Policía de que esas organizaciones 
nacionales se están dimensionando y están teniendo contacto con organizaciones internacionales. Hay casos 
concretos: sabemos que la famosa organización del mal llamado "Betito" Suárez está creciendo y ya está 
teniendo contacto con organizaciones extranjeras. Están todos localizados en el Penal de Libertad; quizás ese 
ha sido un error. Son organizaciones muy poderosas. 


También sabemos que se están armando; están adquiriendo material de guerra. Inclusive, en este último mes, 
hubo dos hechos -por los cuales procesé -de robo de armas de guerra del Ejército que, obviamente, tenían 
como destino organizaciones criminales, lo cual es preocupante. 


Además, estas organizaciones tienen un gran poder de corrupción pública y eso también es preocupante. Esto 
sucede a todo nivel, pero fundamentalmente son fácilmente vulnerables en cuanto a la corrupción tanto 
integrantes de la Policía nacional, como integrantes del Ejército. Me temo que puede haber un reclutamiento 
de integrantes del Ejército, que es lo que pasó en México. Esa es una gran preocupación y es una guerra 
permanente que tenemos. Lo importante es ver cómo podemos enfrentar este problema. 


En ese sentido, creo que hay un vacío legal, como planteó el señor Diputado Asti, que tiene que ver, 
precisamente, con la no tipificación del delito de tráfico de armas. Si bien figura como delito precedente, no 


lo tenemos tipificado en nuestra legislación nacional. Pienso que ese es un debe frente a las muchas fortalezas 
que tiene nuestro sistema de legal. 


Es digno de destacar que nuestra legislación es muy avanzada en todo el tema y nos es muy grato ver que, 
sobre toda la temática de combate a las organizaciones criminales, al narcotráfico, al financiamiento del 
terrorismo y al lavado de activos, se ha realizado una política de Estado en la que han estado de acuerdo 
todos los partidos políticos. Esto es de destacar, porque no pasa en general en el resto de los países, lo cual 
habla muy bien del sistema político uruguayo, de su madurez. En ese sentido, cabe resaltar cómo ha ido 
evolucionando legislativamente el sistema. Es fácil observar los distintos períodos. La ley madre es el 
Decreto Ley N* 14.294, sobre narcotráfico, que ya quedó perimido, pero fue actualizado. Luego se aprobó la 
Ley de Seguridad Ciudadana, de 1994, que estableció en forma incipiente la figura del colaborador y 
modificó la asociación para delinquir. Posteriormente, en 1998 se aprobó la Ley N* 17.016, sobre 
estupefacientes, en la que se establece por primera vez el delito de lavado de activos y se regula la 
cooperación jurídica internacional y el comiso de bienes. La Ley N* 17.060 establece los delitos de 
corrupción pública y amplía a estos delitos la figura del lavado de activos. La Ley N* 17.243 proporciona una 
herramienta jurídica para que los operadores del derecho -Jueces y Fiscales -podamos trabajar; me refiero a la 
figura del agente provocador. Las Leyes Nos. 17.443 y 17.835 amplían el delito de lavado de activos, regulan 
la UIAF y consagran el delito de financiación del terrorismo. Las Leyes Nos. 18.362 y 18.390 crean los 
Juzgados y las Fiscalías Especializadas en Crimen Organizado. 


También tenemos la Ley N* 18.494, que es una norma muy moderna, que puede tener alguna pequeña 
carencia debido a una distracción que hubo con respecto al artículo 8%, que no prevé -como sí se había hecho 
en la norma anterior, la Ley N* 17.835 -como delito precedente los delitos cometidos en el extranjero. Pero 
eso es fácilmente subsanable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya está subsanado. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- Quiero agradecer que nos hayan invitado. Me parece que estos 
intercambios son importantes y válidos. Tengan en cuenta que hace poco que estamos en estos cargos: 
el doctor Valetti no llega a los dos meses y yo hace dos meses y medio que me desempeño en esa tarea. 
De todos modos, trataremos de aportar los conocimientos teóricos; después la práctica nos irá abriendo 
otros caminos. 


Tuve que dictar una sentencia de lavado de activos justo cuando se estaba discutiendo si el artículo 8* 
comprendía los delitos cometidos en el extranjero como delito precedente. Puedo hablar porque saqué la 
sentencia y ya fue apelada; es un caso muy conocido de lavado de activos que hubo en Uruguay. Yo 
consideré que, aunque no estuviera establecido en forma precisa en el artículo, se podía entender que, aunque 
el delito precedente hubiera sido cometido en el extranjero, quedaba comprendido en las disposiciones de la 
Ley N* 18,494, 


Quiero decir esto para aclarar que no existió un vacío legal, como en algún momento se planteó. El lavado de 
activos es un desgajamiento del delito de encubrimiento. Entendido de esa manera, podíamos interpretar que, 
a pesar de que ese inciso se había omitido, aunque el delito precedente hubiera sido cometido en el 
extranjero, podíamos utilizarlo para condenar o sancionar por el delito de lavado de activos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la exposición de motivos dejamos las cosas claras en el sentido que 
expresa la doctora de los Santos. Además, en virtud de las convenciones internacionales que están 
incorporadas a nuestro derecho no hay vacío legal. Pretendíamos evitar que algunos abogados 
defensores pudieran demorar el proceso argumentando que ese inciso no estaba explicitado o que 
había sido derogado, porque no había sido incluido en la nueva ley. 


Cuando le preguntamos a los Jueces que estaban actuando en aquel momento si eso no interfería con algún 
procedimiento en curso, quedó claro que, si bien era conveniente establecerlo, no había vacío legal. Eso 
quedó salvado en su momento. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- Me pareció importante hacer la puntualización porque saqué una 
sentencia y, como ahora se está tocando el tema, no quiero que se piense que en aquel momento utilicé 


otro argumento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de regularizar el inciso que faltaba, cuya exclusión -según lo que 
hemos podido analizar -fue absolutamente involuntaria. 


SEÑOR VALETTI.- Consideramos conveniente incluir como delito precedente al homicidio por 
encargo. 


Por otra parte, queremos dejar planteada como interrogante el enriquecimiento ilícito. Obviamente, esta es 
una cuestión de política legislativa. Hay algunas legislaciones que lo han consagrado como delito precedente; 
acá no está previsto como delito ni como delito precedente, pero eso permitiría que fuéramos hacia el 
poderoso, hacia quien está detrás de las organizaciones criminales, ya sea de narcotráfico -respecto de lo que 
se podría ir por el lado del financiamiento -o de las redes de prostitución y proxenetismo, en las que es 
evidente que las principales figuras no aparecen. Entonces, si no vamos por el lado del enriquecimiento ilícito 
es muy difícil llegar a ellos. 


Además, todos sabemos -supongo que el Presidente, por su profesión, debe conocer bien la materia -que hay 
estudios jurídicos contables que, lamentablemente, colaboran con este tipo de organizaciones, aunque no sea 
de modo expreso y doloso, en la formación de sociedades anónimas, vendiéndolas y colocando a sus 
empleados como integrantes de los directorios. Los ponen como integrantes de los directorios de esas 
sociedades anónimas que son compradas por organizaciones criminales que vienen a lavar activos en el 
Uruguay. Ese sería un punto de estudio. 


Hay otro punto de estudio que creo que está dentro de las nuevas recomendaciones que establece el GAFI en 
cuanto a la regulación de sistemas financieros. En general, eso está muy bien en el Uruguay, pero tenemos 
planteado un viejo problema: el funcionamiento de cambios clandestinos. En ellos se moviliza mucho dinero, 
sobre todo en la zona de frontera, donde ingresa dinero sucio -especialmente de Brasil, pero también de 
Argentina-, que luego se transforma y, luego de pasar por todo un circuito en los cambios uruguayos, retorna 
a su país de origen. Y la única sanción que puede aplicarse, en todo caso, es de carácter administrativo: una 
multa que les impone el Banco Central. Este es un punto muy vulnerable que tenemos en nuestra legislación. 
Esto no se sanciona de otro modo, aunque sabemos que ese tipo de cambios -muchos de los cuales están 
siendo investigados -están relacionados con organizaciones vinculadas al narcotráfico, al contrabando y a 
otros delitos de grueso calibre y de carácter transnacional. Esta es una de las preocupaciones que tenemos. 


Otro tema que habría que enfocar también es de carácter obviamente legislativo, es el de los delitos fiscales, 
aunque los tratados vienen incorporándolos, porque así lo dicta la corriente internacional. Dentro de estos 
habría que establecer, si acaso se entiende que corresponde como delitos precedentes, qué tipo de delitos 
fiscales encuadrarían dentro de esa figura, si solo el delito tributario o también habría que emplear la figura 
del contrabando. Este ya es un tema de carácter legislativo; nosotros simplemente planteamos esta inquietud. 


En cuanto a lo que se habló al comienzo acerca de los delitos de corrupción pública, que tienen penas 
compuestas, tanto de privación de libertad, de inhabilitación como de multa, sería conveniente que el Poder 
Legislativo lo determinara porque los Jueces sostenemos varias posiciones totalmente diferentes unas de 
otras con relación al instituto de la suspensión condicional de la pena. ¿Qué pasa cuando se otorga la 
suspensión condicional de la pena y se tiene por no dictada la sentencia? ¿Qué pasa con la inhabilitación? 
Porque la suspensión condicional de la pena comprende nada más que la privación de la libertad y, en todo 
caso, la multa, pero nunca la inhabilitación. De hecho, más allá de que no de derecho, está funcionando el 
que opera para todo y ahí hay diferentes criterios —por lo menos tres -a nivel de la jurisprudencia: quienes 
no aplican dicho beneficio en estos casos -por entender que no están comprendidos al tratarse de penas 
compuestas-, quienes lo aplican para todo y quienes lo aplican solamente para las penas privativas de libertad 
y de multa, pero después surge el problema cuando se presenta a la Administración y se plantea todo lo 
relativo a los recursos y si corresponde la inhabilitación cuando ya no existe el delito. Eso en cuanto a los 
temas de fondo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando planteamos, entre los temas que teníamos pendientes de estudio, el 
relativo a las penas acumulativas, el doctor Valetti se refería a cuando hay acumulación de privación de 
libertad, multas e inhabilitación, pero también planteamos extender este régimen a otro tipo de delitos 


para los cuales, obviamente, la privación de libertad no es el mayor problema sino que podría ser más 
disuasivo todo lo vinculado, por ejemplo, a las sanciones económicas. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- En estos delitos muchas veces la verdadera sanción viene por el lado 
económico. Para la privación de libertad están hasta preparados de que ello va a ocurrir. En verdad lo 
sienten cuando uno empieza a confiscar o a embargar los bienes y su estructura económica empieza a 
decaer o a tambalear. Por eso es importante que para algunos delitos se agregue la sanción pecuniaria, 
la sanción económica. 


También es necesario regular si esto se va a dar entre determinadas franjas o no, porque después surgen los 
inconvenientes cuando un Juez por un mismo delito aplica una multa y otro una más o menos benévola. Me 
parece que en el caso de las multas, deberían establecerse franjas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo tendremos en cuenta. 


SEÑOR VALETTI.- Con relación a esto también deberíamos tener en cuenta la valoración de la pena 
de lavado de activos, si se amplía la lista, es decir, si se pasa a un sistema de lista abierta o a un sistema 
de lista, como está contemplado, aun ampliándolo al campo de delitos precedentes, como lo establecen 
las recomendaciones de GAFT. Si se sigue utilizando un sistema de listas habría que establecer bien que 
el tipo de pena que corresponde sea proporcional al delito precedente, porque el delito de lavado de 
activos muchas veces conlleva una pena mucho mayor que el delito precedente. Quizás lo que convenga 
es establecer un porcentaje para el delito de lavado de activos equivalente o inferior; podría ser tres 
cuartos o dos tercios del delito precedente. De esa forma se adecuaría, sería proporcional, estaría fijado 
por ley y no quedaría a criterio de cada Juez y Fiscal. 


Otro tema que queremos plantear, que nos presenta bastantes dificultades de carácter procesal, es el de los 
incidentes en el decomiso de bienes. Esto ocurre, fundamentalmente, en los procesos por narcotráfico, donde 
se procesa a ocho, diez, doce personas —a veces más -y hay una gran cantidad de bienes, vehículos, 
inmuebles, todo tipo de automotores —a veces yates-, joyas, etcétera. Aquí aparecen los famosos incidentes 
porque esta gente generalmente tiene testaferros. También puede darse que se presente un tercero de buena 
fe. Inclusive, la mayoría de las veces quien se presenta a reclamar como tercero de buena fe lo hace con el 
mismo profesional que atiende al procesado, al supuesto dueño de esos bienes. Cuando en las primeras 
declaraciones, cuando todavía es indagado, se le pregunta sobre los bienes, dice: "Es mi camioneta pero no 
está a mi nombre"; sin embargo después aparece un tercero con el mismo profesional y tratando de acreditar 
su buena fe. Todo esto lleva mucho tiempo porque, además, luego surge una infinidad de piezas incidentales 
ya que prácticamente por cada bien hay una reclamación que lleva un expediente aparte que, además, es 
apelable. A veces para dictar la sentencia tenemos que esperar a que estén resueltos todos los incidentes 
porque en el fallo debe aparecer qué es lo que se decomisa y qué no. No podemos tener la certeza de qué es 
lo que corresponde decomisar hasta que no se hayan resuelto los incidentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En estos casos es cuando se refieren a tercerías? 
SEÑOR VALETTI.- Exacto. 


Lo que se nos ocurre, más allá de lo que sabemos que ya se estuvo hablando con los Jueces que vinieron 
anteriormente, es plantear un plazo de caducidad de la acción para deducir la tercería. Esto es, una vez que se 
produce la incautación, establecer un plazo máximo de seis meses para deducir la tercería. ¿Qué es lo que 
hace esta gente? Para entorpecer la marcha procesal, la presentan casi al final del proceso, entonces paralizan 
el proceso principal y argumentan el plazo razonable, la duración del proceso, la violación a las garantías del 
procesado y que son procesados, por lo tanto, rige el principio de inocencia y no son condenados. Son las 
propias defensas las que entorpecen la marcha procesal. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- De esa forma obtienen una excarcelación provisional. Utilizan el 
argumento del derecho del procesado al plazo razonable y que se ha extendido el proceso, cuando no es 
responsabilidad del Juzgado la extensión de ese proceso. Tengo expedientes sobre los cuales ya podría 
estar dictando sentencias y no puedo porque tengo que esperar que finalicen las tercerías. Nosotros 


sacamos las sentencias en las tercerías, pero como pueden ser apelables, siempre las apelan y van al 
Tribunal de Apelación. Entonces, ¿cuánto tiempo transcurre? Y eso conlleva a que esa persona, 
además de estar en esa situación de incertidumbre, ayuda a que el número de penados no sea tal, 
teniendo en cuenta que estaríamos en condiciones de haber dictado la sentencia. 


SEÑOR VALETTI.- Esas eran las inquietudes que queríamos plantear en los temas de fondo. 


A continuación, nos gustaría ingresar al tema de la competencia. 


Los Juzgados Especializados están recargados con delitos que quizás no ameriten estar en esta órbita. Me 
refiero, por ejemplo, a los delitos vinculados a la explotación sexual infantil cuando no se llevan a cabo a 
través de un grupo organizado, ya que nosotros solo tenemos competencia a nivel nacional, lo que entorpece 
nuestra tarea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ley relativa a este tema ya fue aprobada. Dicha normativa regula y limita 
los pequeños delitos de corrupción contra la Administración Pública hasta el límite de US$ 20.000. 
Asimismo, regula los delitos en los cuales la explotación sexual de niños y adolescentes no se lleve a 
cabo por una organización delictiva. 


SEÑOR VALETTI.- Pido disculpas por no estar al tanto. De todos modos, creo que todavía no fue 
promulgada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no recuerdo mal, fue promulgada en el mes de julio. Inclusive, tenemos el 
número de ley que le corresponde, ya le vamos a dar la información. 


SEÑOR VALETTI.- Entonces, presento mis excusas en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa fue una de las inquietudes que surgió en la ronda anterior de visitas. Por 
eso decidimos aprobar el proyecto en forma urgente pero, lamentablemente, cuando se envió al Senado 
quedó un poco trancada, y cuando volvió a esta Cámara vino con alguna pequeña modificación. De 
todos modos, fue aprobada rápidamente en Comisión y en Cámara y fue enviada al Poder Ejecutivo 
para su promulgación. 


Inclusive, en un evento que se llevó a cabo en el Hotel Nirvana, se dio a conocer el texto de esta ley. 


SEÑOR VALETTI.- Sabíamos que había un proyecto de ley en este sentido, pero no que se había 
aprobado y promulgado la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una de las modificaciones que realizó el Senado tiene que ver con que la 
Suprema Corte de Justicia tiene que sacar una acordada para regular las competencias, eso 
seguramente no está. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- Todo lo manifestado por el doctor Valetti fue acordado antes de 
comparecer ante esta Comisión. Por tanto, puedo decir que no tenemos puntos discrepantes, porque ya 
conversamos sobre los temas planteados y llegamos a un punto común. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría me informa que la Ley es la N” 18.914, y fue promulgada el 30 
de julio. 


SEÑORA DE LOS SANTOS.- Quisiera referirme —porque me parece algo interesante a tener en 
cuenta -a lo que sucede cuando los extranjeros cometen delitos en nuestro país y luego son procesados y 
penados. El artículo 43 de la Ley N” 17.016 prevé la expulsión de estas personas y yo, humildemente, 
quiero hacer una sugerencia. Actualmente, cuando se les otorga la libertad anticipada a esas personas, 
no se prevé que sean expulsadas en forma inmediata, por lo que continúan en el territorio nacional. 
Además, sabemos que muchas veces siguen en contacto con la organización criminal -no olvidemos que 


estamos hablando de delitos trasnacionales-, por lo que sería importante que desde el punto de vista 
legislativo se estudiara la posibilidad, en caso de que esos delincuentes recuperen la libertad por 
habérseles otorgado la libertad anticipada, de que puedan ser expulsados en ese momento. 


Por otra parte, sería interesante que se pudieran realizar convenios internacionales con otros países a los 
efectos de que los extranjeros que están penados y continúan recluidos -hay que tener en cuenta que las penas 
son de penitenciaría y de varios años -puedan cumplir la pena a su país de origen. Me parece que ese 
procedimiento, además de beneficiar el sistema carcelario, evitaría varios inconvenientes que están surgiendo 
actualmente. 


Sé que estos temas fueron planteados antes por nuestros antecesores, tanto Jueces como Fiscales. 


SEÑOR BERNINI.- En primer lugar, quiero dar la bienvenida a los señores invitados, en todo sentido, 
por ser noveles designados y por ser la primera vez que nos encontramos en esta Comisión. 


Simplemente quiero destacar la metodología que están adoptando los Poderes del Estado para trabajar sobre 
un tema que, obviamente, nos sensibiliza a todos. Por ello, queremos abordarlo de la mejor manera posible, 
en armonía y sintonía. 


Los temas que han expuesto los invitados tienen una gran coherencia y armonía con el trabajo que ha estado 
desarrollando esta Comisión, ya sea con sus antecesores o con distintos actores a nivel del Poder Judicial y la 
Fiscalía. Obviamente, ello es lo que nos ha permitido llegar a acuerdos de Estado, que es una de las grandes 
virtudes que ha tenido el tratamiento de estos temas en materia legislativa. Los acuerdos se han logrado en 
sintonía entre los Poderes, y ello, a su vez, nos da la posibilidad de tener sintonía con los distintos sectores 
políticos. Esa es una buena metodología de trabajo. 


En ese sentido, ustedes han hecho referencia a cómo se ha venido trabajando en el tema, desde el primer 
Decreto Ley en adelante. Esto me parece muy saludable, ya que con todo lo que nos plantearon creo que 
podemos seguir avanzando en el mismo camino. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando se estaba analizando el proyecto que luego fue la Ley N* 18.494, tuve 
la suerte de formar parte de lo que se llamó la Comisión de los tres Poderes, la cual se reunía en el 
Centro de Estudios Judiciales. En dicha Comisión también participaron Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia, representantes del Poder Ejecutivo, Fiscales y Jueces especializados. Y, como dije, 
también tuve la suerte de formar parte de ese estudio, ya que se solicitó la participación de algún 
integrante, en aquel momento, de la recién formada Comisión Especial con Fines Legislativos 
Vinculados al Lavado de Activos y Crimen Organizado. Realmente, fue una experiencia muy novedosa, 
porque pude ver cómo el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo aunaban esfuerzos 
para redactar el mejor proyecto de ley posible. 


Por tanto, esperamos que esa forma de trabajo pueda seguir dando frutos para abordar estos temas. Digo esto 
porque, tal como recién se manifestó, Uruguay tiene muchas fortalezas y una única debilidad, que quizás sea 
más chico que alguna de esas organizaciones criminales que pueden afectarlo. 


Por supuesto, contamos con la voluntad política de todos los partidos y todos los legisladores para avanzar en 
este sentido. 


Solo nos resta decir que tienen las puertas abiertas de esta Comisión y que les enviaremos la versión 
taquigráfica de la sesión, aunque nos mantendremos en contacto. Quiero decirles que cuentan con el respaldo 
de esta Comisión, y quedamos a las órdenes para todo lo que necesiten desde el punto de vista legislativo, 
además de lo que ya está en carpeta, a efectos de avanzar en el tema. 

Como decían los compañeros, les damos la bienvenida a la función y a esta Comisión. 


Agradecemos su visita. 


(Se retira de Sala la delegación de Jueces Letrados del 


Juzgado Letrado Penal Especializado en Crimen Organizado de 1* y 2* Turno) 
(Ingresa a Sala el doctor Juan Gómez, Fiscal Penal Especializado en Crimen Organizado) 


——— La Comisión da la doble bienvenida al doctor Juan Gómez, a su novel función como Fiscal Penal 
Especializado en Crimen Organizado, y a esta Comisión, a efectos de continuar con el ciclo de reuniones que 
ya mantuvimos con quien lo precedió en el cargo y con los Jueces Especializados. 


En la Ronda que se hizo en los años 2010 y 2011 quedaron algunos temas pendientes, que hoy repasamos con 
los nuevos Jueces Especializados. Entre fines de 2010 y principios de 2011, elaboramos un proyecto de ley 
con iniciativa de legisladores de esta Comisión, que fue aprobado en el Senado con una pequeña 
modificación y, luego, promulgado por el Poder Ejecutivo; o sea que estamos muy sobre la fecha con 
respecto a la modificación de las competencias, y la inclusión de un inciso olvidado del artículo 8” de la ley 
original cuando se modificó en la Ley N” 18.494, Recién comentábamos con los señores Jueces que a algunos 
integrantes de esta Comisión les tocó participar en la llamada Comisión de los Tres Poderes, que trabajó en el 
anteproyecto de elaboración de la Ley N* 18.494. Fue una experiencia inédita de conjunción de los tres 
Poderes para la redacción de un proyecto de ley de estas características. Luego de aprobada la Ley N” 18.494 
surgió una serie de temas vinculados con los actores judiciales; algunos de ellos se reflejan en la nueva Ley 
N* 18.914, pero quedaron muchos pendientes. 


Los temas que para nosotros quedaron pendientes son la separación del delito del lavado de la legislación 
antidroga; el establecimiento en un solo cuerpo de todas las normas vinculadas al lavado de activos; para la 
definición de delitos precedentes, analizar la conveniencia de la existencia de un sistema de listado taxativo o 
un sistema abierto en el cual se incluyan todas las actividades delictivas graves o un sistema mixto de 
acuerdo con los distintos casos de la jurisprudencia internacional. En caso de que se mantenga el listado de 
delitos precedentes, incluir el asesinato por encargo y el tráfico de armas, la resolución de la contienda de 
competencias y casos de prevención; el sistema de ponderación de penas entre el delito precedente y el de 
lavado de activos; la eventualidad de penas acumulativas para otro tipo de delitos, como en el caso de la 
corrupción que acumula la privación de libertad, las multas y la inhabilitación; medidas cautelares y tercerías 
-es un problema que alarga muchísimo todos los procesos-; el cómputo de los plazos en los delitos de 
defraudación tributaria y la competencia nacional o internacional; legislar específicamente en el caso de 
denuncias anónimas —hoy no está prohibido pero tampoco autorizado por ley-; los agentes encubiertos en 
caso de funcionarios públicos, que también puede incluir a extranjeros, por los tratados de cooperación 
internacional -este es un tema planteado por la anterior visita-; aspectos vinculados al procesamiento de 
extranjeros, como la constitución de domicilio, la expulsión del país durante el proceso; los intérpretes y 
otros temas menores pero que tienen importancia; regular el proceso de los pedidos de extradición, dado que 
el Tratado de Montevideo no resulta oportuno en el siglo XXI cuando es del siglo XIX. Como novedad, 
quiero señalar que esto no estuvo en las Rondas anteriores porque no existían las nuevas Recomendaciones 
del GAFL que tuvimos oportunidad de conocerlas en el evento que se hizo en junio en el Hotel Nirvana. Este 
es el planteo que hacemos como Comisión. 


Como dijimos, una de las fortalezas que tiene el país es que todo el sistema político y los tres Poderes están 
aunados en el esfuerzo de luchar contra estos flagelos y la única debilidad que tenemos seguramente sería 
que algunas de las organizaciones delictivas son más grandes y más poderosas que el propio Estado 
uruguayo. Pese a esto, seguiremos luchando, y para eso fue creada esta Comisión por la Cámara de 
Diputados, que está dispuesta a realizar el máximo esfuerzo para facilitar la tarea de los distintos actores 
judiciales. 


SEÑOR GÓMEZ.- Antes que nada, quiero agradecer que me hayan convocado. 


Quiero decir que para alguien que siempre reivindica su condición de rural, es un honor estar acá. Vengo a 
título personal, porque como ustedes saben la voz institucional la tiene el señor Fiscal de Corte, que es una de 
las personas más sapientes en este tema que nos ocupa. 


Quiero aclarar que por razones obvias hace tres meses que estoy ocupando el cargo de Fiscal Especializado. 
Considero que nadie puede pretender conocer toda la legislación y sostengo que todos los días estamos 
aprendiendo. No estoy en condiciones de disertar sobre ninguno de los puntos que el señor Presidente 
planteó. Simplemente, me pongo a disposición absoluta de encarar estos temas, de crear ámbitos de 


intercambio, de cooperación, en la medida en que ustedes entiendan que puedo brindar mi experiencia sobre 
los asuntos planteados. 


Quiero que tengan presente mi interés acerca de que la posición de la Fiscalía Penal Especializada en Crimen 
Organizado sea formada por los dos Fiscales. Ustedes conocen la amplia experiencia que tiene la doctora 
Mónica Ferrero, quien por un quebranto de salud recién se integrará a sus actividades normales el próximo 
lunes 13 de agosto. Tenemos el afán de estudiar estos temas con los equipos que nos apoyan en nuestra tarea 
de todos los días, sin perjuicio de lo cual estoy dispuesto a conversar sobre ellos, no a dar cátedra ni opinión, 
porque con toda honestidad y responsabilidad les digo que soy un obrero del derecho. Estoy acostumbrado a 
actuar el derecho que es muy distinto a lo que hace aquella persona especializada en disertar exactamente 
sobre el espíritu de la norma. Nosotros como Fiscales -y yo relvindico esa posición antes que nada -tenemos 
el deber de actuar las leyes que ustedes crean con sapiencia. Entonces, más que nada soy un práctico porque, 
en función de la experiencia, uno va acumulando conocimientos que pueden ser útiles cuando de legislar se 
habla. 


Por eso, abusando de la buena voluntad de todos, si se me pregunta sobre temas puntuales, con mucho gusto 
trasladaré mi posición personal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una aclaración: nosotros tampoco somos técnicos en derecho ni podemos dar 
cátedra en ese sentido. Integramos una Comisión que camina por fuera de lo que es la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración; allí sí trabajan quienes tienen más 
formación jurídica. En esta Comisión, salvo el señor Secretario, los demás integrantes no tenemos 
formación en derecho. 


SEÑOR GÓMEZ.- Quiero aclarar que obviamente conozco el derecho; lo que digo es que no venimos 
con el afán de dar una última opinión, sino una humilde posición sobre los distintos temas. Desde ya les 
adelanto que si la Comisión lo estima pertinente, con el aval de mis colegas con quienes trabajamos en 
la Fiscalía Penal Especializada en Crimen Organizado, les haríamos llegar una minuta con la posición 
formal sobre todos los temas, quizás con algo más de estudio. 


No me gusta buscar excusas, nunca lo hago, pero tengan presente que al día de hoy llevo dos meses 
continuos de turno -por razones obvias, que ya referí -y con un trabajo muy exigente. Ustedes conocen los 
asuntos que tenemos a estudio que implican muchísimas horas de lectura. Con esto no estoy abriendo un 
paraguas; simplemente, digo cuál es la realidad. Me gustaría haber tenido el tiempo suficiente de estudiar 
algo, en la medida en que ustedes me trasladaron los temas que les preocupaban, pero no me gusta hacer las 
cosas a medias. Entonces, si la Comisión entiende que la opinión de los Fiscales puede ser útil, en un tiempo 
prudencial, con la participación de las dos Fiscalías -no olviden que la doctora Mónica Ferrero tiene una 
experiencia muy importante en estos temas y todavía no he podido conversar con ella sobre esta 
convocatoria-, y de los demás integrantes del equipo de la Fiscalía -quienes están totalmente dispuestos a 
crear un grupo de estudio-, con mucho gusto les trasmitiremos las inquietudes que podamos tener sobre los 
asuntos por ustedes punteados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha ingresado a Sala el Diputado Bayardi, así que ya no puedo decir que no 
estén presentes Representantes formados en derecho, porque él integra la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración. 


Al igual que manifestaba el doctor Gómez, creo que todos nos consideramos trabajadores. Ahora bien, lo que 
queríamos era lograr una relación personal: la doctora Ferrero no fue invitada en esta oportunidad, porque ya 
estuvo en la ronda de visitas que recibimos el mes pasado; además, sabíamos que tenía algún problema de 
agenda, por eso no insistimos en que volviera a este ámbito. 


La Comisión le hará llegar al doctor Gómez la copia de la versión taquigráfica de esta reunión en la cual 
figuran los temas -a los que se dio lectura al principio de esta reunión -que para nosotros quedaron pendientes 
de la ronda anterior, así como las recomendaciones del GAFT, que también suponen un desafío para todos 
nosotros: sabemos que el Poder Ejecutivo está trabajando con ellas para hacer alguna propuesta. Como decía, 
la idea era conocernos y lograr un vínculo con el cual las formalidades que deberíamos mantener de Poder a 
Poder encuentren un camino más rápido para que ustedes nos puedan enviar material y nosotros podamos 


consultarlos sobre el trabajo legislativo que eventualmente emprendamos, con la base del material que ya 
tenemos acumulado y el que nos dejaron los dos nuevos Jueces del Juzgado Letrado Penal Especializado en 
Crimen Organizado. De esa manera, seguramente podremos abrir una estrecha vinculación. 


SEÑOR GÓMEZ.- Debo reconocer que fueron más previsores que yo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal vez, ello se deba a que vinieron juntos. Incluso, la doctora de los Santos se 
refirió a algún caso en el que tuvo que expedirse. No cometo ninguna infidencia al decir que uno de los 
temas que se trató fue el de las tercerías y la demora que ocasiona en el proceso penal. Se llega al límite 
de pedir la libertad provisional por ser tan largo el proceso, pero son las mismas defensas que lo 
alargaron. 


SEÑOR GÓMEZ.- Con respecto a eso, quiero decir que hay un tema muy interesante. 


He visto escritos muy fundados últimamente que trasladan los argumentos de las convenciones que Uruguay 
suscribió y, fundamentalmente, las resoluciones de la Corte Internacional al campo de este tipo de delitos. 
Entonces, el plazo razonable, la privación de libertad como última ratio y todo ese tipo de argumentos tienen 
una eficacia cierta. Como operador, considero que los convenios internacionales deben cumplirse así como 
las decisiones de la Corte Interamericana. Entonces, pienso: ¿Hago un corte y lo aplico únicamente en delitos 
que están comprometidos los derechos humanos o tengo una visión más amplia y también se debe considerar 
en este tipo de expedientes que tienen demoras, muchas veces, provocadas por las propias defensas? Sin 
embargo, llegado el momento, el tribunal o quien tiene que decidir, lo que considera es que este expediente 
tiene dos años y no cuenta con una sentencia de primera instancia. Entonces, uno avizora aquí un problema 
muy importante a resolver prontamente. Pero hay otros temas que también sería conveniente que se tuvieran 
en cuenta. Por ejemplo, alguna legislación sobre el tráfico de armas. Digo "alguna legislación con el tráfico 
de armas" con el pleno convencimiento de que el tema es mucho mayor que el mero tráfico de armas. 


Cuando uno toma conocimiento de que en tal o cual dependencia del Estado o tales o cuales personas se 
apoderaron, sustrajeron, se apropiaron de armas de grueso calibre -de armas de guerra, por ejemplo-, siente 
hasta la obligación de comentarles que ese es un tema importante con respecto al cual nos gustaría tener un 
respaldo legislativo mayor. Por supuesto que están las figuras subsidiarias y podemos hablar de hurto, 
peculado, de encubrimiento, de contrabando, pero en mi modesta opinión, como práctico del Derecho, digo 
que ese es un tema mucho más relevante porque afecta a otras capas de la sociedad. Y cuando uno piensa que 
esas armas pueden estar destinadas, o están destinadas en su gran mayoría, a grupos o a personas que trafican 
con estupefacientes y que ejercen o pueden ejercer actos violentos, deberíamos, por lo menos, tener la 
sensibilidad de pensar en el tema. 


Simplemente estoy trasladando lo que es una sensación personal sobre estos temas. 


SEÑOR BAYARDI.- Pido disculpas por llegar tarde porque si bien estuve aquí en hora, me encontraba 
en otra reunión. 


De todos modos, creo que el objetivo de la Presidencia al invitarlo y de los intercambios que tuvimos con 
anterioridad con las señoras y los señores Jueces y Fiscales, era colaborar en lo que tiene que ver con la 
adaptación del marco normativo jurídico- penal respecto a los desafíos frente a los que ustedes se encuentran. 
De alguna manera, estos son juzgados de reciente creación y evidentemente hay problemas que llevan a hacer 
determinadas correcciones en la legislación actual. Ahora usted planteaba como desafío algo que, en mi 
opinión personal, surge de la Convención Interamericana de Derechos Humanos, que como está incorporado 
a nuestro Derecho Positivo, es aplicable a todas las situaciones jurídico- procesales que estén en curso, 
independientemente del delito. Sucede que esta no es una convención que esté vinculada a los problemas de 
procesamientos en materia de derechos humanos; es una convención garantista de los derechos humanos, 
más allá de las eventuales violaciones a los derechos humanos y creo que esto es algo que nuestro sistema 
jurídico penal tiene como problema, no solo en el crimen organizado sino en los juzgados en general. 


También tenemos el desafío del Código del Proceso Penal y hay voluntad para terminarlo de procesar en esta 
Legislatura. Todos sabemos que la celeridad en esos casos está dirigida a tener los recursos económico- 


financieros que permitan que el sistema pueda impartir justicia, porque si se demora, hay una doble falta de 
imposición de la justicia. 


Entonces, creo que la iniciativa del Presidente y las invitaciones que hicimos en el Período anterior, así como 
en este, a los operadores del sistema judicial apuntan a servir de polea de trasmisión para la adaptación del 
marco jurídico. Este es un desafío y los únicos que nos pueden aportar la experiencia de los problemas que 
tienen son los operadores directos. Muy probablemente también -aunque no tenemos la dirección -la 
corporación de abogados defensores tenga sus problemas, pero a nosotros nos preocupa, en este caso, el 
papel de la Fiscalía, que está obligada a defender el interés general en representación del Estado y a exigir las 
sanciones penales en representación del Estado, como corresponde. 


Es así que me sumo a lo que había planteado el señor Presidente y en cuanto al último comentario del señor 
Fiscal con respecto al tráfico de armas quiero decir lo siguiente. Cuando me encontraba en otras 
responsabilidades, hubo un robo de material en las Fuerzas Armadas. Creo que en un enorme porcentaje de 
los casos, en realidad, es un delito más vinculado al tráfico de armas transnacional para alimentar poder de 
fuego en latitudes vecinas, particularmente. Eso no se ha visto tanto acá hasta el momento sino que se ha 
visto, sobre todo, en lo que tiene que ver con Brasil en primera instancia, lo que llevó a que ese país también 
desarrollara acciones como las que está llevando adelante en este momento, que es una especie de puesta en 
escena para avisar que está jugando con todo lo que tiene para evitar algunos delitos transnacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más comentarios a realizar, quiero expresar al señor Fiscal que 
queda abierto el canal de comunicación tan formal o informal como él lo pretenda. Nosotros estamos 
abiertos a hacer el intercambio bajo entrevistas personales, en la Comisión o a través de mails. Y le 
decimos lo mismo a los Jueces: tómense como un equipo de trabajo que puede interactuar, aunque, 
obviamente, también lo pueden hacer con el Poder Ejecutivo. Nosotros tenemos un permanente 
contacto con el licenciado Carlos Díaz. 


En definitiva, estamos disponibles para lo que nos planteen. El señor Diputado Bayardi acaba de sugerir que 
también invitemos a los operadores que están del otro lado del mostrador, como pueden ser los integrantes 
del Colegio de Abogados y quienes ejerzan la defensa de los encausados por este tipo de delitos. 


SEÑOR GÓMEZ.- Reitero mi posición personal. Nos gusta tener una Fiscalía de puertas abiertas a 
todas las inquietudes, como forma de transparentar toda la actividad que nos toca cumplir. 


Estamos a disposición, sin ningún tipo de formalismo, en la medida en que ustedes entiendan que nuestra 
opinión puede ser útil o ayudar en algo. Sepan que cualquiera de los integrantes de la Comisión cuenta con la 
disposición plena de la Fiscalía de cooperar, de aprender y de compartir las experiencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su concurrencia. 


(Se retira de Sala el Fiscal Penal Especializado en Crimen Organizado, doctor Juan Gómez) 
——— Tenemos dos temas para considerar. 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se lee:) 


"Conferencia Mundial de Parlamentarios contra la Corrupción (Gopac). 31 de enero a 2 de febrero de 2013, 
Manila, Filipinas. El señor Presidente de la Gopac remite invitación". 


——- Sobre este tema, los integrantes de la Comisión tenemos distintas posiciones. Algunos hemos 
concurrido a algunas de las invitaciones de la Gopac. El señor Diputado Bernini acaba de retirarse, pero creo 
que fue, junto con el señor Diputado Gandini, uno de los que concurrieron a la última invitación; con el señor 
Diputado José Carlos Cardoso asistimos a la primera. 


Este Presidente considera que las delegaciones del país que han concurrido fueron demasiado extensas para 
el fruto que se obtiene de estas reuniones. En la oportunidad en que asistimos con el señor Diputado José 


Carlos Cardoso, tuvimos la suerte de que coincidiera con una de las reuniones de la Conferencia de ONU 
sobre el tema de la corrupción, por lo que, de alguna manera, se justificó un poco más nuestra presencia en el 
otro extremo del mundo, ya que formalmente la reunión de Gopac duró medio día y fuimos cuatro, además 
de las casi cuarenta horas de viaje de ida y vuelta. 


Por eso, cuando volví planteé en esta Comisión -figura en la versión taquigráfica -mi posición contraria a 
concurrir a estas actividades. Al año siguiente, no quise asistir a otra a la que también estaba invitado. Esta es 
mi posición, pero estoy abierto a lo que resuelva la Comisión. 


SEÑORA CABALLERO.- Quiero dejar constancia de que hoy el señor Diputado Gandini no se 
encuentra presente en esta sesión. 


Como bien indicó el señor Presidente, existen diferentes posiciones con relación a estos eventos y a la 
importancia que pueda tener la participación de los legisladores. Nos consta que el señor Diputado Gandini 
hace una lectura diferente, con algunos matices, en cuanto a la relevancia de esa participación y me atrevo a 
adelantar la posición personal en el sentido de que la Comisión debe presentar una delegación en esta 
reunión, independientemente de que se dé los tiempos y los ámbitos que considere necesarios para resolver 
quiénes la integrarían. 


SEÑOR BAYARDI.- No sabía que íbamos a tratar esto. Nosotros tenemos posición personal, pero no 
hemos discutido con el resto de los Representantes del Frente Amplio. 


Voy a emitir una opinión absolutamente libre, porque del 31 de enero al 2 de febrero, seguramente, estaré 
dedicado al entorno familiar, con mis nietos, y no voy a ir a Manila ni a Filipinas. Es una época en la que, en 
general, trato de centrarme acá. 


Independientemente de esto, no creo que haya que tener una actitud aislacionista en lo que refiere a los 
intercambios parlamentarios. Probablemente, se pueda acotar el número de participantes. De todas maneras, 
solicito que este tema se discuta en otra oportunidad. Aclaro que me había llegado el aviso de parte de la 
Secretaría, pero no pensé que la resolución de este tema se trataría en el día de hoy. En todo caso, veremos si 
tenemos ámbitos internos para discutirlo antes de venir a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema está planteado y lo seguiremos tratando en las próximas sesiones, 
aunque, seguramente, con otra Presidencia, porque la gestión de quien habla termina el 30 de agosto, 
de acuerdo con la rotación acordada oportunamente entre todos los partidos integrantes de la Cámara. 


El segundo tema que queremos introducir en el día de hoy surge de anteriores reuniones de la Comisión y de 
la visita que tuvimos del Directorio de la Junta de Transparencia y Ética Pública. En esa oportunidad, a 
solicitud de este Cuerpo, se planteó el tema de la relación entre los funcionarios y directivos de empresas 
regidas por el Derecho Privado, pero propiedad de empresas de Derecho Público, en particular, de nuestros 
Entes Autónomos, en lo que refiere a cuál es el alcance que tienen las declaraciones que establece la Ley 

N* 16.060 hacia esas personas que, si bien están en el Derecho Privado, participan de la gestión de bienes 
públicos, porque esas empresas están controladas por empresas que son parte del patrimonio público. 


Durante el trámite de la Rendición de Cuentas, se nos hizo llegar por parte de la Junta de Transparencia y 
Ética Pública una solicitud de entrevista para plantear algunos temas -entre ellos, este, que ya había sido 
presentado en esta Comisión-, que se formalizó a través de una nota dirigida a la Presidencia de la Comisión. 
En mi condición de Presidente de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda intenté darles un 
lugar, pero el día que estaba previsto que concurrieran fue el único en el que nos fuimos de hora en el trabajo 
y, como ya estábamos sobre el final del proceso, no fue posible recibirlos. Pero la nota fue considerada; 
además de este punto, tenía otros, que merecieron distintos tratamientos. 


Como integrantes de esta Comisión, reclamamos que, como el tema ya estaba siendo tratado en este ámbito, 
debía ser resuelto aquí. Teniendo en cuenta esto y la solicitud que nos hicieran los miembros del Directorio 
—Que entrego a la Secretaría, para que sea repartida-, surgió un proyecto de ley que ahora presento en esta 
Comisión para que —como ocurrió con el relativo a las modificaciones a la Ley N* 18.494-, si los demás 


miembros de la Comisión están de acuerdo, puedan firmarlo. Si no, voy a darle trámite parlamentario con mi 
firma. 


El proyecto refleja lo que hemos conversado; se trata de darle carácter legal a una resolución que tomó la 
Junta -me refiero a la N* 3555-, que los incluye en las facultades que se entiende que tienen. 


En la conversación que se dio en la Comisión algún integrante hizo algunas consultas, porque, si bien hasta 
ahora se ha verificado un cumplimiento pacífico de esta resolución y se están entregando las resoluciones 
juradas, si esto no se cumple, hay que ver si se podrían aplicar en el derecho privado las mismas sanciones 
previstas en el derecho público, como la suspensión de la percepción de sueldos. En aquel momento creímos 
que ese tipo de cosas debía tener carácter legal para que pudieran hacerse efectivas. Esto es precisamente lo 
que reflejamos en un texto que es muy similar al que nos remitiera por nota la Junta de Transparencia y Ética 
Pública. Ellos hablaban de las firmas que fueran creadas o adquiridas por empresas públicas; lo único que 
agregamos fue "en el presente o en el futuro", para abarcar no solo a las empresas que están, sino a las que 
puedan crearse o adquirirse más adelante. Esa es la única modificación sustancial al planteo de la Junta. 


Reitero que ya hay un antecedente con respecto a acompañar un proyecto que presenta un Diputado y que 
respalda con su firma el resto de la Comisión. Hago entrega del proyecto para que sea repartido. Luego de 
que los demás integrantes de la Comisión lo conozcan y puedan hacer sus aportes, los que estemos de 
acuerdo lo firmamos y le damos estado parlamentario. Pero reitero que, como este tema ya estaba en este 
ámbito, sería bueno que el proyecto de ley surgiera de los integrantes de esta Comisión y, luego de que fuera 
ingresado, volviera aquí para su análisis y aprobación. 


También voy a hacer entrega a la Secretaría de sendos informes sobre este tema, dirigidos a la Junta: uno del 
doctor Cajarville y otro del doctor Delpiazzo. 


Agregamos, además, el acta de cuando compareció la Junta, que será repartida. 
La próxima reunión de la Comisión será el jueves 13 de setiembre, a la hora 14 y 30. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


